
16976-08. 
CADUCIDAD DE PENSIÓN POR NUEVAS NUPCIAS. 

La accionante cuestiona la constitucionalidad del artículo 17 de la Ley N° 1922 del 5 de agosto de 1955, por considerar 
que esa norma contraría los principios y derechos fundamentales consagrados en los numerales 10, 11, 28, 33, 34, 
41, 45, 51, 52, 73 y 74 de la Constitución Política. Pues bien, al analizarse el contenido de la norma impugnada 
frente a los alcances de los derechos protegidos en los artículos 33, 51 y 52 de la Constitución Política, así como en 
el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, fácilmente se deduce constituye una discriminación ilegítima e 
infundada con respecto a las personas que desean contraer matrimonio, quienes pierden de manera completamente 
ilegítima, por esa circunstancia, el derecho de continuar disfrutando de la pensión de guerra, razón por la cual se 
debe declarar su inconstitucionalidad. Ciertamente, aunque el legislador bien puede disponer bajo que condiciones 
es posible declarar la caducidad de un beneficio, de ninguna manera puede soslayar en ejercicio de dicha actividad 
el contenido esencial de los derechos fundamentales de un particular, como se ha producido en el caso concreto, 
en el cual la norma impugnada origina una discriminación injustificada con respecto a las personas que desean 
contraer matrimonio, a quienes por adquirir esa condición les resulta imposible continuar percibiendo el monto que 
supone la pensión aludida. Queda de manifiesto que en este pronunciamiento la Sala Constitucional ha modificado 
el razonamiento sostenido en la sentencia N°004636-98 de las 15:57 hrs. del 30 de junio de 1998, en que se analizó 
la constitucionalidad de la caducidad dispuesta en el artículo 20 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y 
Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Por el contrario, en esta ocasión y luego de mayor reflexión sobre 
el contenido de la norma cuya conformidad con el Derecho de la Constitución es discutida en este asunto, se tiene por 
acreditada la discriminación injustificada que se origina por la aplicación de esa norma. Con sustento en lo expuesto, 
“Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 17 de la Ley N° 1922 de 
5 de agosto de 1955. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma 
anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran 
consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. 
Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuniqúese a la Asamblea 
Legislativa”.- La Magistrada Calzada y el Magistrado González Quiroga, salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-


